MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE Y MEDIO RURAL Y MARÍTIMO

Dirección General de Sostenibilidad de la Costa y del Mar

Demarcación de Costas en Asturias
Plaza de España, 3, 33071 OVIEDO
Su referencia: 
Asunto: Notificación Inicio de Procedimiento sancionador

Fecha: 22 de julio de 2008
Don ___, mayor de edad, con domicilio a efectos de  notificaciones en la C/ ____, __,__ de 20000 ________ (Gipuzkoa), ante el Instructor del Expediente nº _________,   comparezco  y, como mejor proceda, 
DIGO:

Que con fecha 4 de agosto de 2008 me ha sido notificada la incoación del  expediente sancionador número ________, anteriormente indicado, en virtud de denuncia formulada el 11 de julio de 2008 en el que se me imputa una presunta infracción tipificada en el art. 33.5 de la Ley 22/88 de Costas  que señala “Quedarán prohibidos el estacionamiento y la circulación no autorizada de vehículos, así como los campamentos y acampadas” , y no estando conforme ni con el relato de los hechos por los denunciantes realizado, ni con la calificación jurídica, y subsiguiente propuesta de sanción formulada; dentro del plazo concedido a tal efecto formulo las siguientes,
ALEGACIONES SOBRE LOS HECHOS:
Primera.- El presente procedimiento sancionador, se incoa con base en unos  hechos que no son ciertos tal y como han sido expuestos por los denunciantes.

Con fecha 11 de julio de 2008  me encontraba en el interior de mi vehículo autocaravana, matricula 0000 AAA estacionado en el aparcamiento para vehículos del paraje conocido como desembocadura del río Bedón en el término Municipal de Llanes (Asturias).
Segunda.- Este alegante manifiesta que no se encontraba acampado sino estacionado, pues ningún elemento sobresalía del perímetro del vehículo, que en este lugar no existía prohibición expresa de estacionamiento, y que en todo caso la Ley de Costas lo que prohíbe es el estacionamiento y la circulación no autorizada de vehículos, así como los campamentos y acampadas en las playas y no en todo el demanio marítimo terrestre.

Tercera.- El paraje en el que el alegante tenía estacionada su autocaravana está situado fuera de la playa tal como se deduce de las fotografías, de la imagen y posición GPS que adjunta en la prueba documental así como del esquema de distribución de los elementos que componen el demanio.
Cuarta.- Realizada la anterior narración de los  hechos tal y como acontecieron, cabe concluir que es de todo punto inexacto lo manifestado por los denunciantes, ya que:
No me encontraba acampado, sino estacionado como otros vehículos que se hallaban en el mismo lugar siendo irrelevante como señala la  Instrucción 08/V-74 de fecha 27 de enero de 2008, de la Dirección General de Trafico el hecho de que me encontrara en el interior del vehículo, pues ello no altera su situación de facto que es la de estacionamiento.
No es defendible el interpretar que por el   hecho de encontrarme en el interior del vehículo es estar acampado, pues ello sería igual que entender  que cualquier persona que se sienta en el puesto del conductor de un vehículo estacionado, está conduciendo  el citado vehículo, y no simplemente que está ocupando un determinado asiento y que ello es irrelevante para el trafico pues para nada  afecta a la circulación.
Si bien la autocaravana es un vehículo vivienda, como vehículo, debe responder en primer lugar a las leyes de tráfico que afectan tanto a la autocaravana clasificada por la Directiva 11/2001/CEE como un vehículo destinado al transporte de personas, como el lugar afecto por el artículo 2 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial.

A este respecto no niego que estaba en el interior de la autocaravana, acción que no se encuentra  tipificada como conducta sancionable, en un lugar donde el estacionamiento está permitido y donde habitualmente estacionan numerosos vehículos y en el que no existen señales que prohíban el estacionamiento, y sin desplegar elementos.
                               FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.- 
El art. 62.1 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre en su redacción dada por la Ley 4/199 (LRJPAC) señala que:
“los actos de la Administración son nulos de pleno derecho en los casos siguientes:

a) los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional” 

 El art. 63.1 de la misma Ley establece:
“Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder”

El art. 25 de la CE:

“Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.”
Art. 129.1 de la Ley 30/1992:

“Solo constituyen infracciones administrativas las vulneraciones del Ordenamiento Jurídico previstas como tales infracciones por una Ley”

Segundo.-
La Ley de 22/1998 de 28 de Julio de Costas  establece en sus arts. 3º,4º y 5º lo que son bienes de dominio público marítimo-terrestre estatal en virtud de lo dispuesto en el artículo 132.2 de la CE , entre estos bienes el apartado 1.b) señala las playas. 

El art. 33 de la Ley de Costas: 

.

1. Las playas no serán de uso privado, sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley sobre las reservas demaniales.
2. Las instalaciones que en ellas se permitan, además de cumplir con lo establecido en el artículo anterior, serán de libre acceso público, salvo que por razones de policía, de economía u otras de interés público, debidamente justificadas, se autoricen otras modalidades de uso.
3. Las edificaciones de servicio de playa se ubicarán, preferentemente, fuera de ella, con las dimensiones y distancias que reglamentariamente se determinen.
4. La ocupación de la playa por instalaciones de cualquier tipo, incluyendo las correspondientes a servicios de temporada, no podrá exceder, en conjunto, de la mitad de la superficie de aquella en pleamar y se distribuirá de forma homogénea a lo largo de la misma.

5. Quedarán prohibidos el estacionamiento y la circulación no autorizada de vehículos, así como los campamentos y acampadas.
El artículo 33 de la ley de Costas tiene por objeto  regular de manera singular el régimen de protección de las playas y no de todo el demanio marítimo-terrestre, y a señalar expresamente la prohibición del estacionamiento, circulación, acampada o campamentos.
 
En la denuncia formulada se indica como infracción cometida el hecho de estar acampado en la zona de demanio marítimo-terrestre,  sin embargo el articulo 33.5 es solamente aplicable al régimen especial que regula la utilización de las playas y no de los demás bienes que conforman el demanio público marítimo-terrestre. 
En este sentido la Sentencia del Tribunal Constitucional  STC 149/1991 del 4 de Julio de 1991 que resuelve distintas cuestiones de inconstitucionalidad no deja dudas en cuanto al contenido y ámbito de aplicación del artículo 33 al establecer:
“Problemas más complejos suscita la impugnación dirigida contra los apartados 2 a 5 del art. 33, en los términos ya recogidos en los Antecedentes.

En estos preceptos se entremezclan, en efecto, de manera muy estrecha, enunciados que sin duda son competencia estatal por versar directamente sobre la ocupación de una parte importante del demanio marítimo-terrestre (las playas) con otros que, aunque referidos también a esta ocupación, no regulan directamente el grado de la misma, sino más bien el modo de llevarla a cabo, y podrían ser considerados por tanto, como normas de ordenación del territorio o, más precisamente, como una habilitación a la Administración del Estado para dictar normas de este género, atribuyendo así a ésta una competencia que es de las Comunidades Autónomas costeras. Aunque tal atribución, en la medida en que exista, ha de reputarse, claro está, incompatible con el bloque de la constitucionalidad, tampoco cabe ignorar que la ocupación de las playas podría resultar gravemente obstaculizadora de su uso público, que el Estado ha de garantizar, e incluso gravemente dañosa para la integridad física del demanio, si las instalaciones permitidas en ellas y las edificaciones para su servicio pudieran hacerse sin otra restricción que la de no ocupar más que un porcentaje determinado del espacio playero o situándose en cualquier lugar de la playa, con lo que tampoco cabe negar al Estado título para disciplinar estas cuestiones en el caso de que la Administración directamente competente no lo haga.
El apartado segundo no plantea, pese a lo dicho, especiales problemas. Ni el principio del acceso público a las instalaciones permitidas en las playas es constitucionalmente objetable, como congruente con el uso público de éstas, ni la posibilidad de que se autoricen otras modalidades de uso de tales instalaciones está concebida en términos que restrinjan o anulen las facultades que a las Administraciones competentes puedan corresponder y ha de considerarse, en consecuencia, como no incompatible con el sistema constitucional de delimitación competencial. Tampoco es contrario al sistema constitucional de delimitación de competencias la indicación, contenida en el apartado tercero, de que las edificaciones para el servicio de la playa se habrán de situar preferentemente fuera de ella, pues, como es evidente, tal indicación no excede de la facultad para regular la utilización del dominio público que va aneja con su titularidad.

La determinación adicional del mismo apartado, según la cual la dimensión máxima de tales edificaciones no podrá exceder de la que reglamentariamente se fije ni ser menor del mínimo también reglamentariamente establecido, la distancia entre ellas suscita una doble cuestión, la de cuál sea el título estatal para imponer una limitación de este género, en primer lugar, y la de la licitud de un apoderamiento a la Administración para concretarla. Ambas tienen, sin embargo, fácil respuesta, pues tanto si las edificaciones en cuestión están situadas en la playa misma y, por tanto, en terrenos demaniales, como si se encuentran fuera de ella, en la zona de protección, el Estado está habilitado para establecer esas limitaciones, sea como titular del demanio, sea en uso de 

la competencia para establecer la legislación básica sobre medio y tanto en uno como en otro caso, en cuanto que la determinación concreta, aunque general, remitida al Reglamento para desarrollo y aplicación de la Ley, constituye un complemento necesario de ésta, no puede hacerse a esa habilitación a la Administración objeción alguna desde la perspectiva constitucional.

Es evidente, sin embargo, que como la titularidad para la ordenación del territorio, incluido el litoral, es competencia propia de las Comunidades Autónomas costeras, habrán de ser éstas las que, respetando esos límites máximos y mínimos, aprueben los correspondientes instrumentos de ordenación o establezcan las condiciones en que han de ser aprobados y fijen cuáles han de ser los criterios a los que han de acomodarse, en sus dimensiones, en la distancia y en todos los restantes extremos, las mencionadas edificaciones

 Así entendido, como simple establecimiento de máximos y mínimos, el precepto no es contrario a la Constitución.

La norma del apartado 4 según la cual las instalaciones situadas en la playa no podrán ocupar más de la mitad de su superficie en pleamar es, naturalmente, inobjetable, pues sólo el titular del demanio puede resolver en último término sobre el grado de ocupación de éste. No así en cambio, en lo que toca a la distribución de tales instalaciones, que debe ser establecida por la Administración competente para la ordenación del territorio, aunque en su defecto pueda valer como supletoria la norma legal que establece la distribución homogénea. Por esta misma razón, ha de ser reputado como inconstitucional el inciso final, que atribuye a la Administración del Estado la potestad de establecer otro modo de distribución de las instalaciones cuando se den condiciones especiales, pues es ésa una tarea que corresponde a la Administración competente para la ordenación del territorio, aunque pueda la Administración estatal denegar las solicitudes de autorización o concesión, aun acomodadas a la distribución prevista en la ordenación del territorio, por razones de interés público, de acuerdo con lo previsto en el art. 35, en los términos que después se verán.

El apartado 5, por último, que en cierto modo completa la previsión del art- 31.1, es inobjetable desde el punto de vista de la delimitación constitucional de competencias, en cuanto que se limita a excluir, en todo caso, la licitud de ciertos usos de las playas. El Estado, que ciertamente no necesita invocar en su favor, en este caso, el título que le confiere el art. 149.1.21 de la Constitución, que difícilmente podría justificarlo, se limita con ello a hacer uso de la facultad que como titular del demanio ostenta para proteger su integridad y garantizar su uso público.”
El máximo intérprete constitucional  en esta Sentencia referenciada  ni tan siquiera se plantea dudas respecto a que  las prohibiciones señaladas en el art. 33 tengan un ámbito de aplicación fuera de las playas, y que alcance a toda la zona del demanio marítimo-terrestre,  pero para que no se puedan realizar posteriores interpretaciones contrarias a la Ley lo deja perfectamente recogido en el contenido de su sentencia.
En ningún momento se ha negado que me encontrara estacionado posiblemente dentro de la zona del demanio marítimo-terrestre, acción que no se encuentra  tipificada como conducta sancionable  y prohibida por el artículo 33.5 de la Ley de Costas, lo que se niega es que me encontrara estacionado dentro de la playa como expresamente prohíbe  el art. 33.5 ya reiteradamente citado.
Lo que no es razonablemente entendible es que estando igualmente prohibido en el art. 33.5  el estacionamiento y la acampada sea este último concepto el señalado como infringido por los Agentes actuantes,  sin aportar elemento probatorio alguno que permita justificar la elección de uno u otro concepto, salvo una interpretación extravagante, forzada, extensiva in mala partem del precepto. 

Tercero.-
De lo hasta ahora expuesto, y sin necesidad de mayor argumentación, no cabe sino concluir que, dicho sea con el mayor de los respetos y en estricta defensa jurídica, esa imputación no es correcta ya que no se dan los elementos definidores de dicha infracción administrativa,  y, por lo tanto, nada hay que sancionar.
Cuarto.-

El artículo 2º del Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, establece el ámbito de aplicación:

“Los preceptos de esta Ley serán aplicables en todo el territorio nacional y obligarán a los titulares y usuarios de las vías y terrenos públicos aptos para la circulación, tanto urbanos como interurbanos, a los de las vías y terrenos que, sin tener tal aptitud sean de uso común y, en defecto de otras normas, a los titulares de las vías y terrenos privados que sean utilizados por una colectividad indeterminada de usuarios.”
La Directiva 116/2001/CEE, de la Comisión, de obligado cumplimiento para todos los países miembros define a la autocaravana como un vehículo destinado al transporte de personas.
La Instrucción de la Dirección General de Tráfico 08/V-74, de 27/01/2008 indica que:

“No establece el Reglamento General de Circulación otras condiciones que deban cumplirse  al efectuar la parada o el estacionamiento de un vehículo, por lo que esta Dirección General de Tráfico considera que mientras un vehículo cualquiera está correctamente estacionado, sin sobrepasar las marcas viales de delimitación de la zona de estacionamiento, ni la limitación temporal del mismo, si la hubiere, no es relevante el hecho de que sus ocupantes se encuentren en el interior del mismo y la autocaravana no es una excepción, bastando con que la actividad que pueda desarrollarse en su interior no trascienda al exterior mediante el despliegue de elementos que desborden el perímetro del vehículo tales como tenderetes, toldos, dispositivos de nivelación, soportes de estabilización, etc.”
De lo expuesto se deduce que la autocaravana es, en primer lugar y a efectos de la maniobra de estacionamiento, un vehículo y como tal sometido a las leyes de tráfico. Que cualquier actividad legal que se desarrolle en el interior de la autocaravana tal como comer, dormir o preparar alimentos, siempre que ésta no transcienda al exterior es irrelevante para la maniobra de estacionamiento de una autocaravana.
Quinto.-
El Tribunal Constitucional tiene declarado que si bien “nuestra Constitución ha admitido la existencia de una potestad sancionadora de la Administración (art. 25.3)”  la ha sometido “a las cautelas que garanticen los derechos de los ciudadanos. Es decir, hay unos límites de dicha potestad que, contemplados desde el punto de vista de los ciudadanos, se transforman en derechos subjetivos y consisten en no sufrir sanciones más que en los casos legalmente prevenidos y de autoridades que legalmente puedan imponerlas” (sentencia 77/1983, de 3 de octubre)
Esta influencia del ordenamiento constitucional y, concretamente, de los artículos 24 y 25 de la Constitución, ha determinado que los principios que rigen el Derecho penal sean también aplicables al Derecho administrativo sancionador.

En tal sentido se ha manifestado el Tribunal Supremo, entre otras, en sus sentencias de 10 de noviembre de 1986, 5 de marzo y 20 de marzo de 1988. En la primera de las citadas dice:

“Conviene dejar constancia, antes de descender a más pormenorizados detalles, (...) de cuál es la situación doctrinal y jurisprudencial sobre el problema este de la repercusión del mandato del artículo 25 de la Constitución de 1978 sobre el principio de legalidad en el derecho sancionatorio administrativo, y, sin riesgo a error, cabe decir que es opinión pacífica la de que ese alcance es trascendente y que ha llegado a imprimir un notable cambio en las exigencias a respetar, puesto, que, manteniendo la atribución a la Administración normativa previa de conducta sancionable ha de realizarse a través de igual mecanismo legal, sin que sean suficientes amplias y vagas remisiones abstractas mediante descripciones carentes de toda precisión”

La aplicación del citado principio de legalidad en el ámbito administrativo sancionador, lleva necesariamente a la aplicación en ese mismo ámbito de los  principios de tipicidad y de proporcionalidad.

El propio Tribunal Supremo en su sentencia de 29 de mayo de 1990 declara “... la procedencia de concretar las sanciones en contemplación de las infracciones cometidas graduándolas con adecuado criterio de proporcionalidad, inscrito en los principios informadores del ordenamiento sancionador, en función de las objetivas circunstancias concurrentes”, y continúa diciendo que “es por lo que no podemos por menos que concluir afirmando la corrección jurídica de la decisión adoptada en primera instancia, en cuanto se hizo en ella correcta aplicación de la doctrina jurisprudencial que resumíamos con anterioridad e incluso de la normativa específica que, para la graduación de las multas, ordena ponderar, entre otras circunstancias, la gravedad y trascendencia del hecho realizado”

La aplicación de tales principios ha supuesto la recogida de todo un elenco de garantías del administrado semejante al existente en el Derecho penal. Así, el Alto Tribunal en su sentencia 7/1998, de 13 de enero afirma que:

“Partiendo del inicial reproche a la imposición de sanciones sin observar procedimiento alguno (STC 18/1981), se ha ido elaborando progresivamente una doctrina que asume la vigencia en el seno del procedimiento administrativo sancionador de un amplio abanico de garantías derivadas del artículo 24 CE. Sin ánimo de exhaustividad, podemos citar el derecho a la defensa, que proscribe cualquier indefensión; el derecho a la asistencia letrada, trasladable con ciertas condiciones; el derecho a ser informado de la acusación con la ineludible consecuencia de la inalterabilidad de los hechos imputados; el derecho a la presunción de inocencia, que implica que la carga de la prueba de los hechos constitutivos de la infracción recaiga sobre la Administración con la prohibición absoluta de utilización de pruebas obtenidas con vulneración de derechos fundamentales; el derecho a no declarar contra sí mismo, o el derecho a la utilización de los medios de prueba adecuados a la defensa, del que se deriva que vulnere el artículo 24.2 CE la denegación inmotivada de medios de prueba (STC 39/1997) (FJ 5º)”

Ello justifica su recepción en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
El artículo 127 de la misma recoge expresamente “el principio de legalidad”. Principio que supone la recepción en el ámbito del derecho administrativo sancionador del principio “nullum crimen nulla poena sine lege” (Tribunal Constitucional en su sentencia 42/1987, de 7 de abril.) En el mismo sentido sentencias del Tribunal Supremo de 7 y 9 de marzo de 1989,  16 de enero, 13 de marzo y 16 de mayo de 1991.

El artículo 129 del citado texto legal el “principio de tipicidad” que se traduce en que sólo constituyen infracciones administrativas las vulneraciones del Ordenamiento Jurídico previstas como tales infracciones por una Ley, pero no basta que la potestad sancionadora esté atribuida por una Ley, hace falta además que el hecho concreto que se pretende sancionar haya sido configurado como infracción administrativa precisamente por Ley. Se prohíbe que las normas definidoras de infracciones y sanciones sean susceptibles de aplicación analógica.

Sexto.-
Que para la  demostración de las afirmaciones anteriormente manifestadas en este escrito de alegaciones, y sin perjuicio de las demás actuaciones que de oficio sean practicadas por el órgano instructor competente se propone la practica de los siguientes medios de prueba cuya práctica se solicita conforme con lo establecido en el artículo 80 de la Ley 30/1992 de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común:
Testifical: Consistente en que se tome declaración a los Agentes actuantes sobre los siguientes puntos:
a) Si tienen  conocimiento la  Instrucción 08/V-74 de fecha 27 de enero de 2008, de la Dirección General de Trafico. 
b) Indiquen el lugar concreto en el cual me encontraba estacionado y si ese lugar se corresponde con una playa.
Documental  Se aporta una fotocopia de la   Instrucción 08/V-74 de fecha 27 de enero de 2008, de la Dirección General de Trafico.
Se aportan diversas fotografías en las que se destaca la presencia de otros vehículos en el estacionamiento.

Se aporta una imagen del mapa Google, en el que se marca el lugar del estacionamiento de la autocaravana en 43º26’24.85’’N y 4º52’14.12’’W
Se aporta un esquema de la configuración del dominio marítimo terrestre.
Por lo expuesto, al señor Instructor, 
SUPLICO:

Tenga por presentado este escrito de alegaciones dentro del plazo establecido, de conformidad con lo establecido en el articulo 79 de la Ley 30/1992 de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en relación con el articulo 16 del Real Decreto 1398/1993 de 4 de Agosto por el que se aprueba el Reglamento para el ejercicio de la Potestad Sancionadora y,  previa la práctica de la prueba propuesta y posterior tramitación que proceda, se dicte  resolución en la que se acuerde el sobreseimiento y archivo del expediente sancionador por carecer los hechos denunciados del carácter de infracción administrativa alguna .
En _______ a seis de agosto 2008
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